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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señora Representante Daniela Payssé, Vicepresidenta. 


MIEMBROS: Señoras Representantes Alba M. Cocco Soto y Nora Gauthier y señores Representantes 
Gustavo Espinosa y Edgardo Rodríguez. 


ASISTEN: Señor Representante José Luis Blasina. 


INVITADOS: Comisión por el Reencuentro de los Uruguayos, señores Erardo Velázquez, Presidente; 
señoras Carmen Altezón, Secretaria; Samuel Schónberger, Baudilio Hernández, Francisco 
Araujo, Alba Sosa, Cristina Aguilar, Alcides Lanza y Jorge Morales Duarte. (ver 
exposición) 


Funcionarios Restituidos del Estado Ley_N* 15.783: señores Hugo Sanz, José Álvarez, 
Carlos López, Jorge González, Pedro Puppo, Eugenio Di Pascua y Leonel Benzano. (ver 
exposición) 


Señor Rafael Guidet Pascal. Señoras América García Rodríguez y Norma Susana Escudero 
Lacuesta. (ver exposición) 


Comisión de Veteranos Militantes Sindicales de Diferentes Gremios: señores Heber Felipe 
Scarone González, Presidente; Juan Carlos Camors Gascon, José Luis Fernández Acosta, 
Antonio Cotto, Juan Carlos Fontella Álvarez, Fausto Machado Rodríguez y Mario Correa. 
(ver exposición) 


Señor Santiago Paggliano Varo y señora Alicia Pérez Bassoz. (ver exposición) 


Por CRYSOL, señores Baldemar Taroco y Gastón Grisoni y señora Nélida Fontora. (ver 
exposición) 


SEÑORA PRESIDENTA (Payssé).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


(Es un gusto recibir a una delegación de la Comisión por el Reencuentro de los Uruguayos integrada por su 
Presidente, señor Erardo Velázquez, su Secretaria, Carmen Altezón, las señoras Alba Sosa y Cristina Aguilar 
y los señores Samuel Schónberger, Baudilio Hernández, Francisco Araujo y Alcides Lanza. 


Como vamos a recibir a varias delegaciones, les pedimos síntesis en sus planteos; cuentan con quince 
minutos aproximadamente. Les cedemos el uso de la palabra. Es un gusto escucharlos. 


SEÑOR VELÁZQUEZ.- Agradecemos que nos reciban. 


Debido a que ya nos habían dicho que disponíamos de unos quince minutos, vamos a leer un documento que 
luego les vamos a dejar. Dice lo siguiente: "La Comisión por el Reencuentro de los Uruguayos (CRU) hace 
notar las inquietudes por la forma de tratar este nuevo proyecto, con lentitud y sin objetivos convincentes y 
de acuerdo a lo trascendido, se está ante la mezquindad de un no rotundo e ilógico a la reparación integral.- 
Se debe tratar la situación con la altura que merecen los acontecimientos que provocó el Terrorismo de 
Estado, situación difícil de superar aún hoy.- Las cuestiones serían entre otras:-determinar el amparo a los 
compañeros que fueron detenidos menos de un año y no fueron procesados y se les está exigiendo diez años 
de aporte al BPS; estamos ante la situación de un imposible, quienes perdieron el trabajo por detención y/o 
despido a causa de enfrentar al gobierno de facto, deberían ser asimilados con la situación de los otros 
procesos, porque con otra forma de actuar se condena al hambre y la miseria de aquellos compatriotas que se 
jugaron su libertad y la vida por la democracia de un país libre de tiranos.- Les solicitamos que reflexionen, 
que no es posible poner un manto de olvido a los que padecieron torturas, persecución, compañeros que 
resistieron la ferocidad de los criminales, que se imponían arbitariamente.-Planteamos flexibilizar los años de 
aportes al BPS sin límite de edad, no aplicar el Acto 9, mejorar las pasividades porque son muy bajas.". 


Acá hay una cantidad de compañeros que no tienen los diez años, debido a que no pudieron trabajar, dado 
que estuvieron presos o al ser despedidos por una empresa en aquel momento, otras no lo tomaban. Esos 
compañeros no pudieron completar los años exigidos. En una comisión especial relativa a la Ley _N” 18.033, 
hay un caso de una persona a la que le faltan seis meses para completar los diez años exigidos a fin de 
jubilarse, pero su edad no le permite conseguir otro trabajo. Hay casos de un año y de dos años. Por lo tanto, 
lo que les pedimos hoy a esta Comisión es flexibilizar esos períodos. 


El texto continúa diciendo: "Hay razones para solicitar mejorar la Ley N* 18.033, como por ejemplo a los 
militares y los civiles que intervinieron en las campaña de 1997 o en la de 1904 como jefes, oficiales o 
personal de tropa de las fuerzas armadas nacionales o de las fuerzas revolucionarias, que tienen derecho a una 
pensión mensual acumulable a cualquier otra asignación que perciban sus titulares por concepto de retiro, 
jubilación o pensión". Acá decimos que a esta gente que peleó en las batallas por las divisas se le dio una 
pensión, pero no se le quitó otra. Si ya tenían una pensión o percibían una jubilación, esta no se le quitó sino 
que se acumuló. Por tanto, como vemos que en otros casos se ha hecho una reparación mucho mejor en ese 
sentido, planteamos por qué a aquella persona que cobraba alguna jubilación o pensión sí se le sacó. Es 
nuestra intención que en el día de hoy se le acumulara. 


Ponemos ejemplos. Está el caso de menores que fueron detenidos en 1972. La comisión especial les 
solucionó el problema debido a que esta gente se tuvo que seguir presentando todos los años. La comisión 
especial les hizo una reparación. Así que por lo tanto entendemos que se debe solucionar ese tema. Como 
argumento damos que ha habido soluciones para unos, pero para otros no. 


También está el caso de los compañeros que estuvieron detenidos en otros países como Brasil o Paraguay. A 
esos compañeros se les va a solucionar el tema como si hubieran estado detenidos en Uruguay. Está el caso 
de Argentina, que enmendó la situación, aunque no la de los exiliados. Se dictó un proyecto de ley que quedó 
con media sanción. Nosotros estuvimos conversando con gobernantes del país vecino y nos dijeron que había 
un problema económico y social por lo que esto no se podía enmendar. Por lo tanto, esa iniciativa quedó con 
una media sanción. Pretendemos si no es mucho pedir que se reflexione acerca de los años de aporte. ¿Por 
qué deben ser diez años y no cinco y/o los que hayan aportado? Pedimos dar un mayor porcentaje a la BPC. 
Como está planteado en el nuevo proyecto, hay un remanente de US$ 18:000.000, sobrante de lo 


presupuestado, para atender la Ley_N* 18.033. No es justo que ese dinero se destine a otras configuraciones, 
por ser específicamente para atender la pobre Ley N* 18.033. 


Decimos que hay que reparar los derechos humanos. Estamos afligidos, oprimidos, fatigados por la edad. El 
hambre, que se está pasando, nos hace aún más porfiados y no renunciaremos a las justas aspiraciones. 


De esta y otras formas, contemplamos a centenares de compatriotas en situación de pobreza. Este Parlamento 
ha solucionado tantos problemas en otras situaciones económicas complicadas por cientos de millones de 
dólares, pero a los que encarrilaron el país no se les está midiendo con la misma vara. Si no fuera por los 
clandestinos, exiliados, perseguidos, no tendrían un país libre y no habría un Gobierno elegido por el voto 
universal y el libre pensamiento. Los exiliados, clandestinos, perseguidos y presos somos los que pedimos 
como absolutamente necesario: reparar a los que fuimos perseguidos y no tuvimos derecho a un trabajo 
digno. Se nos perjudicó y se nos sigue perjudicando. 


Hoy, en democracia seguimos padeciendo las consecuencias de la tiranía. Es necesario superar esta situación 
de injusticia. Los perjudicados por la dictadura solicitamos a los legisladores elegidos por el voto universal 
que puedan enmendar la Ley N* 18.033. 


Ustedes tienen la palabra para revertir esta situación. 


Nosotros tenemos un panorama de los problemas que han pasado los compañeros. He sentido por ahí que los 
exiliados se fueron de paseo. A mí me llevaron a Francia; aparecí en Francia. Hasta el año 1976 estuve acá. 
Otros compañeros fueron clandestinos. Parecería ser que el que fue clandestino estaba jugando a las 
escondidas. Creo que no es así. Los clandestinos de este país hicieron un trabajo fundamental para que la 
dictadura no pudiera continuar en el poder. Yo trabajé con Amnistía Internacional en Europa para que al país 
no se le comprara carne. Desde acá no se podía vender carnes, lanas, cueros y frutas. Lo comprimíamos al 
país de tal forma que se tuvo que buscar alguna solución, por ejemplo, el plebiscito. Gracias a los 
compañeros clandestinos como el Pepe D' Elía que le hablaba en la oreja a muchas personas a los efectos de 
que no votaran el plebiscito porque si no tendríamos dictadura hasta el día de hoy. Hago esta aclaración 
porque hemos sentido a muchos conversar acerca de esto y hemos tenido discusiones acerca de este tema. 


En este momento, lo único que solicitamos a esta Comisión es ver si se puede flexibilizar la ley, por lo menos 
en cuanto a los años de aporte jubilatorio y a los años de edad. Con respecto a los años de edad, el que más o 
el que menos ya está cumpliendo sesenta años, pero la flexibilización sí es importante. 


Además, queremos ver si se puede arreglar la parte económica de la segunda franja de la Ley N* 18.033, que 
está bastante comprimida. En el artículo 8” del nuevo proyecto hay una BPC más, pero no contempla al resto. 
Se daría nada más a una parte de las personas que están en esa segunda franja. Entiendo que aparentemente 
serían unos pocos los que están incluidos en el artículo 8”, pero hay una discriminación en cuanto a los que 
no quedan contemplados. Por lo tanto, solicitamos a esta Comisión redondear este tema. No se justifica dar a 
unos un poco más y a otros un poco menos. Nosotros decimos que la ley es discriminatoria. ¿Por qué a los 
presos una cosa y a los exiliados otra? Queremos que todo se haga a un mismo nivel. 


En virtud de que nos pidieron que nos ajustáramos al tiempo, vamos a dejar este material en poder de la 
Comisión. 


Lo único que me queda por aclarar es el tema de los guerreros que pelearon en 1904. Leo textualmente: 
"Pensiones a militares y civiles de las campañas de 1897 y 1904.- Se dispone que tendrán derecho a su 
otorgamiento, acumulable a cualquier otra asignación que perciban, los que intervinieron como integrantes de 
las Fuerzas Armadas Nacionales o de las Fuerzas Revolucionarias y se crea una comisión especial para su 
tramitación que funcionará en la Caja de Pensiones Militares.- El Senado y la Cámara de Representantes de 
la República Oriental del Uruguay, reunidos en Asamblea General decretan: Artículo 1”.- Los militares y los 
civiles que intervinieron en la campaña del año 1897 o en la de 1904 como Jefes, Oficiales o Personal de 
Tropa de las Fuerzas Armadas Nacionales o de las Fuerzas Revolucionarias, tienen derecho a una pensión 
mensual de ciento veinte pesos acumulable a cualquier otra asignación que perciban sus titulares por 
concepto de retiro, jubilación o pensión [...]". 


SEÑOR MORALES DUARTE.- Quiero decir que en mi caso me jubilé con $ 3.600 y resulta que por la 
Ley N” 18.033 me quitaron eso y me dieron $ 7.000. Sin embargo, se me sacó la jubilación. Yo consulté 


con varios abogados y me dijeron que no era correcto desde todo punto de vista. 
Yo quiero que se analice bien esto, como decía el compañero Velázquez. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a la delegación. 


El trámite parlamentario tiene que ver con los plazos que tiene este Período para culminar sus tareas. El 15 de 
setiembre empieza el receso parlamentario por ser año electoral, por lo tanto, quiero trasmitir que hay 
voluntad política de votar este proyecto de ley antes de esa fecha. 

(Se retira de Sala la delegación de la Comisión por el Reencuentro de los Uruguayos) 


(Ingresa a Sala una delegación de funcionarios restituidos del Estado por la Ley_N* 15.783) 


La Comisión de Derechos Humanos recibe con mucho gusto a la delegación de funcionarios restituidos 
del Estado por la Ley N* 15.783 integrada por los señores Hugo Sanz, José Alvarez, Carlos López, Jorge 
González, Pedro Puppo y Eugenio Di Pascua. 


SEÑOR PUPPO.- Agradecemos a la Comisión por recibirnos. 


Nos preocupa mucho la situación que está planteada en el sentido de que habría una ley de reparación 
integral en la que no estaríamos incluidos en lo que respecta a una posible reparación. 


Incluso, prácticamente no se nos incluye en la definición de víctimas de terrorismo de Estado. Nosotros 
entendemos que somos víctimas directas del terrorismo de Estado, no se trata de mi padre o de mi hermano, 
sino que yo fui destituido en aquel momento por tener actividad gremial y haber sido delegado de mesa por el 
Frente Amplio en las elecciones de 1971, al igual que muchos de los restituidos. 


Hemos entregado un material a todos los Diputados que integran la Comisión que es clarísimo, no da lugar a 
dudas. Nosotros no fuimos reparados, no solo a juicio nuestro, sino a juicio de juristas como el doctor López 
Goldaracena y varios más. 


Sabemos que una reparación se compone de por lo menos cinco fases de las cuales solo se procedió a la 
restitución. Es decir que no fuimos indemnizados. En aquel momento la ley de restituidos previó dos 
beneficios que no han resultado hasta el día de hoy porque el funcionario que recibió la recomposición de 
carrera permanece un 50% por debajo del que obtuvo la jubilación beneficiada. Entonces, si todos estamos de 
acuerdo con que la Ley de Caducidad fue un tema mal laudado y revisable, también lo es la Ley N* 15.783 
porque ambas emergen de un momento en que la salida fue temerosa e insuficiente. 


Por si fuera poco en el año 1992, siete años después de sancionada la ley, fuera de plazo, en la Ley de 
Presupuesto N” 16.320 se otorgó el beneficio del artículo 18 solo para los restituidos de ANCAP y de ANEP. 
Es decir que se les da una nueva oportunidad a quienes ya habían hecho una opción como todos los demás. 
Esto sienta un precedente para el resto de los restituidos que aún no ha sido reconocido. 


¿Qué se reclama hoy? Integrar a todos los restituidos por la Ley N* 15.783 a lo que se promueve con el 
artículo 12 de este proyecto, es decir, otorgarles ocho y media bases de prestaciones y contribuciones 
mensuales como mínimo. No decimos que esta sea la solución jurídica perfecta; puede establecerse en el 
lugar en que los señores Representantes lo crean conveniente o se puede recurrir al beneficio jubilatorio del 
artículo 18 de ese proyecto de ley que entregamos a todos, que es nuestro reclamo histórico. 


Nos parece una injusticia que, a punto de sancionarse una ley de reparación integral, no se incluya a los 
restituidos del Estado. Nosotros le pasamos un presupuesto al señor Ministro de Economía y Finanzas con las 
cifras bien claritas. Podemos arrancar de un supuesto de trescientas personas que podrían llegar a ser 
seiscientas, pero partiendo de esa base, a un promedio de $ 6.000 de mejora para cada una, la erogación sería 
de $ 1:800.000, lo que no equivale ni a US$ 70.000 por mes. 


Con esto se estaría mejorando la situación de todos estos pasivos, viejos servidores del Estado, que al día de 
hoy están pasando muy mal, que fueron perseguidos políticos, que están vendiendo en la calle, sin poder 


acceder al sistema mutual, etcétera. 


El artículo 12 del proyecto dice: "Sin perjuicio de lo establecido precedentemente, aquellas personas que 
hubiesen sido beneficiadas de lo dispuesto en las leyes indicadas en el inciso tercero del presente artículo y 
en situación de jubilación o pasividad percibiendo sumas inferiores a 8,5 BPC (ocho y media Bases de 
Prestaciones y Contribuciones) mensuales, tendrán derecho a optar por la Pensión Especial Reparatoria 
prevista en el inciso primero". Nosotros, humildemente proponemos que, a continuación, luego de una coma 
diga: "sin necesidad de configurar la causal mencionada en el artículo 1* de la presente ley", es decir, sin 
necesidad de haber estado preso. 


Nos condolemos con aquellas personas que estuvieron presas; es más: no nos atrevemos a hablar de eso, 
porque solo aquel que pasó por una situación similar puede hablar de eso, pero no debe olvidarse lo mal que 
pasó el restituido al Estado esos diez años que estuvo en la calle. Hubo gente que se auto eliminó, que perdió 
su situación laboral, que no pudo recomponerse. Simplemente lo que se pide ahora es que se mejore la 
pasividad, y se va la oportunidad, porque lo que queda es este proyecto de ley de reparación integral. 


Repito: esta no es una imposición sino una fórmula que puede ser mejorada, que puede cambiarse. Si el 
Poder Ejecutivo estuvo seis meses con este proyecto de ley de reparación integral, en sucesivas reuniones 
inclusive con el entonces Ministro de Trabajo, me parece que esto tiene poco sentido y no me parece bien que 
el Parlamento reciba simplemente para llenar una fórmula. Lo nuestro es algo serio y grave. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Más allá de que este es un tema jurídico, es político y tengo la impresión de que 
ha existido poca voluntad política. Acá hay una cantidad de compañeros perjudicados que merecen 
tener otra consideración. Por supuesto, nosotros siempre nos jugamos a este Gobierno y no podemos 
entender cómo pueden quedar una cantidad de compañeros sin ser reparados. Si se dijera que se está 
pidiendo una indemnización, que se está pidiendo dinero, sería otra cosa, pero es solo reparar en 
términos de jubilación. Creo que es una cuestión de voluntad política. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tomamos nota de lo que han planteado y agradecemos vuestra presencia. 


(Se retira de Sala la delegación de funcionarios restituidos del Estado por la Ley N* 15.783) 
(Ingresa a Sala el señor Rafael Guidet Pascal) 


—Damos la bienvenida al señor Rafael Guidet Pascal. 
SEÑOR GUIDET.- Voy a dar lectura a un documento que entregué a la señora Secretaria. 


(Se lee:) 


"Señor Presidente, señores Parlamentarios, señoras Secretarias, agradezco profundamente su atención de 
concederme esta entrevista a fin de aportar a mis múltiples anteriores notas, más datos en la esperanza de 
ampliar los conceptos del señor Legislador.- Es poco lo que tengo para exponer, solo sí deseo reiterar mi 
condición pacífica, non querellante y jamás deseosa de rispideces, amén me excuso por mi no idoneidad 
jurisprudencial, ya que carezco de asesoramiento alguno, mi condición económica no me lo permite y 
siempre realicé mis respetuosas solicitudes con y por inquietud meramente personal.- Hoy me baso 
únicamente en el sentido de la justa y humana voluntad restañadora, que es sin duda la de los señores 
Legisladores y del Señor Presidente de la República que en su anterior misiva de casi dos años atrás, si bien 
algo más holgada, no obstante el actual Proyecto permite expresamente plasmar la inquietud Legislativa a 
cambios y dado que en mis múltiples intentos anteriores, en la Comisión de Derechos Humanos de la anterior 
Administración que si mal no recuerdo operaban los Legisladores señores García, Trivel, Argimón, Bertín y 
otros caballeros más que no recuerdo, como también siendo escuchado por los señores miembros de la 
'Comisión para la Paz' Dres. Ramelo, Dr. Prof. G. Fernández, Prof. Williman, su Eminencia Monseñor 
Cotugno, Lic. Cibils y el fallecido Padre Pérez, amén de todos los señores miembros de ambas Cámaras, mas, 
por lo acotado del tiempo el proyecto no fue promulgado.- Mas, ahora esta Legislatura tiene el proyecto cuasi 
maduro, y máxime a las muy claras señales de aperturas y pivotes que el señor Parlamentario tiene, ahora, de 
subsanar algunas situaciones muy precisas y no contempladas aún en la Ley_N* 18.033, servida por el BPS, 


para dar cabida a ampliaciones, modificaciones e incorporaciones, las que de seguro podrán ustedes 
galvanizar y que a mi muy humilde entender el señor Presidente de la República deja al albedrío humano y 
sanador del señor Legislador, por lo que solicito la incorporación de mi padre por los motivos ya plasmados y 
más adelante abundantemente detallados en la ley mencionada.- Mi padre tributante del BPS por 
aproximadamente 40 años, en su carácter de empresario privado, contaba a su muerte, por la guerrilla urbana 
55 años de edad, de haber sobrevivido sería beneficiario de la Previsora, puntos de contacto en pos de su 
inclusión.- Por lo expuesto a los señores miembros de la Comisión de Derechos Humanos de Diputados y su 
invaluable aporte a fin de su contemplación en la Ley N* 18.033, a mi humilde estimación, carecería de un 
shock económico a la prestataria, y sería también el segmento más afín y cercano con el caso que me mueve. 
Dada la condición del BPS de Prestatario de la Seguridad Social en un gran universo de ítems, de otorgarnos 
lo que respetuosamente solicito. Una pensión, nos ayudará a sobrevivir nuestra espartana austeridad, me 
atrevo a una cita del 'Viejo Pancho", en lo personal que me hallo más 'cerca del arpa que de la guitarra', quizá 
barruntar la posibilidad de que los beneficiarios ya añosos sea extensiva a los nietos de los fallecidos.- Mi 
padre Rafael César Guidet Piotti, fallecido el 26/09/969, persona de trabajo, honesto, pacífico, deportista, 
alejado de la actividad político gremial, y que el aquí presente, así como mi esposa, no estaríamos acá de 
haber estado en el local y no a metros, hubiésemos tenido su trágico destino también.- Es dable destacar a los 
señores Representantes los daños traumáticos, físicos, sociales, psicológicos y económicos que he expuesto, e 
incluso tras la dura decisión Estado Jurídico, en momentos de congoja, y de una persona de su perfil y arraigo 
dentro y fuera de fronteras, que hoy a tantos años tenemos efectos nocivos en nuestro diario vivir y en la 
condición socioeconómica, si bien es de comprender que nuestra tierra vivía momentos muy luctuosos.- 
Sírvanse aceptar señores mi reconocimiento por su gentil atención e intercesión invaluable para arribar al 
justo final logratorio que para mí es ya una quimera, gracias mil, con mi mayor respeto saludo de este Alto 
Cuerpo Legislativo.- Rafael Pablo Guidet Pascal.- Adjunto material impreso y notas, gracias". 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos su testimonio. Estamos en consideración de un proyecto de 
ley y estamos recibiendo delegaciones. Usted ha participado de la sesión de hoy como un integrante que 
viene con un planteo; seguiremos con esta ronda de invitados. Le agradecemos haber comparecido en 
esta Comisión. 


SEÑOR GUIDET.- El agradecido soy yo por la atención que han tenido al haberme recibido. 


(Se retira de Sala el señor Guidet Pascal) 


(Ingresan a Sala las señoras América García Rodríguez y Norma Susana Escudero Lacuesta). 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión tiene el agrado de recibir a las señoras América García 
Rodríguez y Norma Susana Escudero Lacuesta. 


SEÑORA GARCÍA RODRÍGUEZ.- Pediría que se me explicitara si debo ampliar sobre la carta que 
presenté o si hago una repetición de lo allí expresado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En el día de hoy el señor Presidente de la Comisión no ha podido concurrir; 
yo soy la Vicepresidenta. Este sistema de audiencias se acordó entre Secretaría y Presidencia. Estas 
entrevistas se han coordinado con delegaciones que han demostrado interés en plantear temas 
vinculados al proyecto de ley que está en consideración en esta Comisión en este momento. 


Por lo tanto, en el tiempo de que disponen, ustedes plantean lo que quieran al respecto. 


SEÑORA GARCÍA RODRÍGUEZ.- La carta que presenté es porque considero que mi caso podría 
estar incluido en este proyecto de ley que está a estudio. 


Fui requerida en noviembre de 1967, con el cierre del diario "Época" lugar donde trabajaba, procesada por 
atentado a la Constitución y recluida en la Cárcel de Cabildo hasta noviembre de 1971, pasando luego tres 
meses en la Escuela "Carlos Nery" por medidas prontas de seguridad. En abril de 1972 tuve que abandonar el 
país al quedar requerido mi esposo, que había estado preso en la cárcel de Punta Carretas; yo misma vuelvo a 
quedar requerida. Cuando yo fui detenida estaba embarazada de aproximadamente dos meses. Me tuvieron 


una semana en Jefatura. Caí junto con un grupo de personas que integrábamos lo que entonces era la OPR 33. 
En ese momento caigo con mi esposo, Carlos Mejías Collazo, con Jaime Pérez y con Elena Quineteros 
Almeida. Apenas llegamos a la Jefatura nos apremiaron físicamente para que declaráramos otras cosas. Al 
negarnos nos dieron patadas; en mi caso, que estaba embarazada, caí contra un escritorio y a la noche tuve el 
primer sangrado. En ese momento tenía temor de decir que estaba embarazada porque no sabía si no sería 
peor; lo dije a los dos días. Luego vino Otero y ahí sí trataron de ver qué me pasaba. Nunca me atendió un 
médico, quien vino era una especie de enfermero. 


A la semana fuimos llevadas a Cabildo y en cuanto llegué pedí que me viera un médico; recién a los dos 
meses logré que un médico me viera, que dijo que por ahora estaba todo normal. No me realizó ningún 
análisis; era un médico que veía a todas las pacientes: a las psiquiátricas, a las embarazadas, a todas. Seguí 
pidiendo que me viera un ginecólogo, pero recién ocurrió a los casi siete meses. Había sufrido varias 
descompensaciones y en ese momento me sentía con mareos, vómitos, etcétera; el médico me dijo que estaba 
con diabetes pero yo no lo sabía. Luego de la realización de varios análisis se detectó que tenía una glicemia 
muy alta e hipertensión y a la vez me dicen que el parto podía llegar a dificultarse por lo que sería bueno que 
me dejaran recluida en el Hospital Militar. Pero como en aquel momento no había permiso no me dejaron; 
además, en Cabildo estaba complicado porque había habido una fuga. Me vuelven a llevar unos quince días 
antes del parto. Como mi esposo pertenecía al gremio de bancarios, solicité ser asistida en el parto por una 
médica particular a lo que aparentemente las autoridades habían accedido pues yo tenía varios temores acerca 
de lo que podía pasar. Llegado el momento del parto, como no nacía, me indujeron el parto y en el momento 
del parto me comunicaron que la doctora no llegaba. Creí que se había tardado, pero lo que ocurrió fue que 
estaba en la puerta discutiendo para entrar; hice más fuerza para retener un poco el parto lo que, según me 
dijeron luego, provocó más complicaciones. 


Fue un parto bastante traumático porque la niña era muy grande. No la vi enseguida porque me dijeron que la 
tenían que llevar a carpa de oxígeno porque estaba muy mal, que yo tenía una placenta diabética y que por 
efecto de eso y por mi glicemia no tratada, tenía varias deformaciones, en el hígado y en varios lugares. Al 
otro día me dijeron que había fallecido. Traje los testimonios de las partidas de nacimiento y de defunción. 
Luego de insistir bastante vi a la niña hacia la nochecita. Vi a una niña que creo era mía porque se parecía a 
mi otra hija, pero esa es otra historia. 


Posteriormente una vez liberada, y estando en otro país, tuve otro embarazo también con glicemia alta e 
hipertensión, pero fui tratada desde el principio, y el niño nacido es normal; es un hijo que tengo hoy en día. 
Considero que como detenida fui afectada, así como también Sandra, mi hija, quien quizás se hubiera salvado 
si hubiera sido tratada a tiempo; se me negó constantemente el tratamiento y al momento de ingresar al 
Hospital ya era tarde para remediar esa situación. 


SEÑOR BLASINA.- ¿Cuál fue el período de detención? 


SEÑORA GARCÍA RODRÍGUEZ.- Yo caí en noviembre de 1969 y salí de Cabildo a fines de 1971, 
cuando me llevan a "Carlos Nery". Esto consta en el auto de procesamiento que también traje. 


SEÑORA GAUTHIER.- Quisiera saber si la señora García Rodríguez solicitó ser acogida por la Ley 
N? 18.033 y se lo negaron, o si no se presentó. 


SEÑORA GARCÍA RODRÍGUEZ.- Me presenté y me contestaron que no me correspondía porque salí 
antes de 1973; me correspondería por exiliada y en ese caso tendría que optar. Quiero dejar constancia 
de que volví a quedar requerida, pero es tema para tratar en otro ámbito. 


Omití decir que me dieron arresto domiciliario, me trataba la doctora Elacqua quien, como después de lo 
ocurrido quedé bastante mal psíiquicamente, pidió mi traslado a "Carlos Nery". En aquel momento debía 
cumplir arresto domiciliario no sé si existía jurídicamente no pudiendo salir de mi casa y además había una 
persona. Esto hasta que fue requerido mi esposo por lo que me fui también, tratando de salir de esa situación. 


SEÑOR COCCO SOTO.- Quisiera saber hasta cuándo estuvo con prisión domiciliaria y desde qué 
fecha hasta qué fecha permaneció exiliada. 


SEÑORA GARCÍA RODRÍGUEZ.- En 1972 fui a Chile en época de Allende, luego nos llevaron a 
Ezeiza, donde nos tuvieron detenidos, y desde entonces hasta la vuelta de Perón, el ex Diputado Erro 
trabajó para que nos dieran asilo en Argentina, pero no se lo otorgaban a los uruguayos. No pudiendo 
obtener el asilo en ese país nos fuimos a Costa Rica, a través de la iglesia Emilio Castro, hasta 1976. 
Tengo todo documentado. A principios de 1974 salimos hacia Costa Rica porque nuevamente fuimos 
requeridos. Avisaron a la Facultad de Teología que estamos requeridos; se nos hizo un "laissez passer" 
y la gente de ACNUR y de la Facultad de Teología nos sacaron para Costa Rica. Ahí residimos hasta 
1976 cuando mi esposo volvió a estar requerido porque se lo relacionó al grupo Movimiento Cristiano 
que estaba vinculado a la guerrilla de El Salvador, y lo detuvieron. Ya tenía un hijo ahí y de ese lugar 
nos sacó Amnistía Internacional para Suecia. Por supuesto, tengo todos los documentos. 


SEÑORA COCCO SOTO.- Entonces, ¿hasta cuándo se mantuvieron en Suecia? 
SEÑORA GARCÍA RODRÍGUEZ..- Regresé en 1987. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estamos ante el estudio de un proyecto de ley que plantea la integración de 
una Comisión para el análisis de los casos de forma particular. Si esta iniciativa se aprueba habrá una 
Comisión que va a cumplir una finalidad. Pero también vuelve a abrirse la Comisión prevista en la Ley 
N” 18.033 para analizar los casos denegados y perdurará en el tiempo; no tiene un cese en cuanto a 
poder recibir información y documentación. Por lo tanto, si la iniciativa se aprueba, existe la 
posibilidad de la presentación de la Ley N” 18.033 en la Comisión que analizará nuevamente todos los 
casos que fueron denegados y, al mismo tiempo, habrá una comisión en el ámbito del Ministerio de 
Educación y Cultura que tratará los temas vinculados a esta ley de reparación integral que atiende a 
más y diferentes universos. Por lo tanto, lo que les puedo trasmitir ahora es que el proyecto ya cuenta 
con media sanción y que, oportunamente, si se aprueba y se transforma en ley, habrá ámbitos en los 
cuales podrán presentar este caso en particular para ser reanalizado en una Comisión y atendido en 
otra. 


Ha sido un gusto para la Comisión haberlas recibido. 
(Se retiran de Sala las señoras García Rodríguez y Escudero Lacuesta) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Comisión de Veteranos militantes sindicales de distintos gremios) 


La Comisión de Derechos Humanos recibe con mucho gusto a una delegación de la Comisión de 
Veteranos militantes sindicales de distintos gremios, integrada por su Presidente, el señor Heber Felipe 
Scarone González, y por los señores Juan Carlos Camors Gascon, José Luis Fernández Acosta, Antonio 
Cotto, Juan Carlos Fontella Álvarez, Fausto Machado Rodríguez y Mario Correa. 


SEÑOR SCARONE.- En primer lugar, queremos agradecerles que nos reciban, a pesar de que somos 
conscientes de que los tiempos que se manejan son bastante apretados, en función de toda la actividad 
que desarrolla la Comisión y del estudio de una serie de iniciativas con las que cuenta. 


Nosotros integramos una Comisión de Veteranos dirigentes y militantes sindicales de distintos gremios, que 
está formada por compañeros del transporte, textiles, del vidrio, metalúrgicos, de la aguja y de otros rubros. 
Nos conectamos entre nosotros debido al problema relacionado con la Ley_N? 18.033; realmente, no fue por 
este proyecto de ley, sino por la Ley N* 18.033. 


Empezamos una actividad tendiente a encontrar solución a los problemas que planteaban nuestros 
compañeros con relación a la atención que recibían allí por parte de la Comisión que dirige la Ley 
mencionada. No les daban demasiada información, por lo que nosotros procuramos obtener todo lo que fuera 
posible para trasmitírselo a nuestros compañeros. Fue así que iniciamos una actividad y empezamos a 
conversar entre nosotros sobre la necesidad de impulsar una serie de modificaciones a esa Ley, porque nos 
parecía que limitaba las posibilidades de ingreso y que, inclusive, excluía a los compañeros de quedar 
comprendidos en ella. 


Somos antiguos veteranos militantes del movimiento sindical, inclusive de antes del período de la dictadura. 
A partir de 1968 el movimiento sindical comenzó a transitar por duros y difíciles caminos: Medidas Prontas 
de Seguridad, congelamiento de salarios, represión dura, inclusive llegando a la muerte, al asesinato de 
compañeros estudiantes y también de algunos compañeros trabajadores 


Queremos decir que estamos de acuerdo con la fecha de vigencia que se establece en el proyecto de ley, 
puesto que desde antes de la dictadura comenzamos a transitar caminos muy difíciles, tanto el movimiento 
sindical como el conjunto del pueblo uruguayo. 


Junto a miles de compañeros participamos en la preparación de la huelga general y en la ocupación de las 
fábricas formas en las que enfrentamos al golpe de Estado en nuestro país; sin embargo, a algunos integrantes 
del movimiento sindical a unos cuantos, diría yo se nos presentan dificultades para acceder a leyes que 
plantean reconocimiento y reparación. A posteriori, participamos en la resistencia permanente contra la 
dictadura. No hicimos más que otros; podríamos haber hecho más, pero, en definitiva, participamos en el 
movimiento de resistencia contra la dictadura desde que se inició la dictadura o aun antes. 


¿Para qué constituimos esta Comisión? Para ver de qué forma podíamos establecer algunos vínculos que nos 
permitieran relacionarnos con ustedes, con quienes tienen la posibilidad de incorporar modificaciones a las 
leyes ya existentes o nuevas leyes. En ese sentido, el Parlamento nos dio una buena mano. Nos vinculamos 
con una serie de parlamentarios, a quienes les hicimos llegar nuestras inquietudes y aspiraciones con relación 
a estos temas y nos encontramos con que algunos legisladores aceptaron que la Ley_N* 18.033 tenía 
carencias, omisiones e insuficiencias. Nosotros creíamos que teníamos la obligación de hacer un aporte, 
puesto que esta Comisión del Parlamento está tratando un proyecto de ley de reparación integral, con lo que 
abre una puerta para modificar la Ley N” 18.033. El aporte que queremos realizar tiene que ver, 
fundamentalmente, con el problema de los despedidos en la lucha contra la dictadura. 


Cuando se nos comunicó que nos recibirían aquí, se nos preguntó si todos habíamos sido despedidos por el 
Decreto N* 622. No; no fuimos todos despedidos por ese Decreto, pero sí fuimos todos despedidos, todos los 
que estamos aquí y los que integran nuestra Comisión. Ello demuestra que no solo hubo despedidos por el 
Decreto N* 518, que establece el problema de la Ley N* 18.033, sino que también fuimos despedidos por el 
Decreto N* 522/73. Por otra parte, muchas empresas despidieron a cientos y cientos de trabajadores, 
aprovechando la circunstancia para sacárselos de encima y despedirlos sin derecho a indemnización o a 
alguna otra retribución. Creemos que la ley debe tomar este tema, porque corresponde, en nuestra modesta 
opinión. Y, claro, fuimos despedidos, pero no todos pretendíamos ingresar a la Ley N* 18.033 como 
despedidos. Lo digo porque de los despedidos surgieron presos aquí hay compañeros que fueron presos 
durante muchos años, exiliados y otros que pasaron a la clandestinidad, en la lucha contra la dictadura y 
muchos de nuestros compañeros ingresaron a la Ley N* 18.033 por otra vía. Esto no quiere decir que todos 
los despedidos queramos ingresar porque algunos ya estamos ingresados. Por eso entendemos que la Ley no 
debió hacer referencia a ningún decreto, para no transformarse en una norma muy limitatoria, excluyente. 
Creíamos que debía referirse a los despedidos en la lucha contra la dictadura. 


Nosotros podemos atestiguar, verificar, dar fe de que muchos compañeros fueron despedidos sin la mención 
de ningún decreto y ellos deberían ser integrados a la Ley. Tienen todos los mismos derechos que aquellos a 
los que se les mencionó un decreto a la hora del despido. Creemos que no se puede dejar de lado a cientos de 
compañeros que fueron condenados al hambre y a la desocupación durante años. De los despedidos en la 
lucha contra la dictadura surgieron las famosas "listas negras" que manejaba el Ministerio de Trabajo, lo que 
nos impidió durante años reingresar a nuestros respectivos gremios, que nos impidió durante años conseguir 
trabajo en algún lado y eso fue consecuencia, fundamentalmente, del Decreto N* 622/73. Nosotros sugerimos 
a quienes no conozcan este Decreto, que lo lean, porque es el más duro que dictó la dictadura contra el 
movimiento sindical. Creemos que este decreto tiene que ser tenido en cuenta porque reafirmaba la decisión 
del Poder Ejecutivo de aquel momento, encabezado por Bordaberry, de excluir al movimiento sindical, de 
darlo por disuelto y de discriminar a todo el mundo en relación a esto. 


Creemos que somos merecedores de reparación en ese sentido, inclusive por la propia Ley de Reparación 
Integral. En el texto de esta Ley de Reparación Integral se establece que los que no son mencionados para 
una reparación por esta ley es porque ya fueron reparados anteriormente y cita una cantidad de leyes que 
efectivamente fueron reparatorias para un conjunto de trabajadores de nuestro país, entre ellas, la Ley 

N? 18.033, pero creemos que no es así. Hay gente que es merecedora de reparación y, sin embargo, no figura 


en esto. Creíamos que este era un aporte que podíamos hacer. Ojo que hay otros decretos de despidos. Ojo 
que se despidió a mucha gente sin mencionar ningún decreto. Consideramos que era una necesidad y, 
además, nuestra obligación, hacer saber que hay otros decretos, pero que además se despedía sin mencionar 
decretos. Como la Ley abre la posibilidad de introducir modificaciones a la Ley N* 18.033, hacemos hincapié 
más que nada en eso: en la modificación de algunos aspectos de la Ley N* 18.033. 


En principio, cuando empezamos a movilizarnos elaboramos una pequeña plataforma de reivindicaciones 
para esta Comisión que incluía: reparación integral a todos los afectados por la dictadura, elevar montos de 
asignaciones y prestaciones nos referimos a la Ley N* 18.033, no contraponer lo asignado por esta ley a 
jubilaciones generadas con aportes que obtuvimos con los aportes de años de actividad en la producción, e 
inclusión de todos los despedidos, mencionando inclusive al Decreto N* 622/73. 


En el contacto con diversos legisladores que nosotros también agradecemos, ellos nos plantearon la 
imposibilidad de introducir muchas modificaciones a fin de evitar que eso afecte lo asignado 
económicamente para la aplicación de esta Ley. En ese sentido, nosotros somos respetuosos y consideramos 
que si hay un monto asignado, evidentemente es muy difícil incluir nuevos aspectos. Entonces, llegamos al 
reclamo de un solo punto en nuestra plataforma. Considerábamos que lo otro era prácticamente imposible de 
alcanzar por lo que se nos anunciaba por parte de los legisladores. Hay tiempo no mucho pero algo queda 
para que en un nuevo período podamos hacer lo que deseamos. Elaboramos algunos apuntes en relación al 
problema que estamos reclamando. Queremos leer algunas de las cosas que afectaron a los despedidos: "No 
indemnización por despidos.- Pérdida de beneficios por antigúedad en la empresa que despidió" habemos 
quienes teníamos veinte años de antigúedad en la empresa cuando fuimos despedidos por la dictadura 
"Sueldos y/o jornales no percibidos durante el período de desocupación.- Aguinaldos, licencias y salario 
vacacional por igual período. (La existencia de 'listas negras' en el Ministerio de Trabajo de la época 
impidieron, a muchos durante años, su reinserción al trabajo).- Daños y perjuicios creados por carreras 
truncas, ascensos y mejoras, etc.". Estas son algunas de las cosas que reclamamos, pero empezamos a bajar 
nuestra plataforma de solicitudes porque, por todo lo que nos decían, consideramos que esta no era la 
oportunidad para que se tomara todo este tema. Entonces, con la ayuda de algunos parlamentarios y abogados 
que los asesoran, elaboramos un pequeño agregado a un inciso. Dice así: "Declárase comprendidas en las 
disposiciones del literal C) del artículo 1” de la Ley N” 18.033, de 13 de octubre de 2006, las personas que 
hayan sido despedidas como consecuencia de la aplicación del Decreto N* 622/73, de 1” de agosto de 1973, y 
lo acrediten fehacientemente". Eso fue lo que elaboramos. 


Para no abusar del tiempo que nos otorgan, quiero leer lo que hizo una de las Comisiones que trató este tema 
en el Senado y que accedió a incluir un literal, aunque no en el artículo que pedíamos, que tenía reparación 
sino para recibir reconocimiento por parte de un documento que se va a elaborar. Solamente a esos efectos se 
incluyó el literal k) del artículo 9, que dice: "sido despedidos de su trabajo por el Decreto N* 622/973, de 1* 
de agosto de 1973". 


Esto fue lo que se incluyó en una de las Comisiones que estudió este tema, pero luego el plenario del Senado 
eliminó este inciso. 


Queremos plantear que somos conscientes de los tiempos y de las posibilidades económicas. No queremos 
que nuestro planteamiento impida ustedes lo decidirán porque tienen todas las posibilidades de hacerlo que 
este proyecto de ley se apruebe ahora, en este Período, pero de todas maneras lo queríamos dejar sentado. 


Por último, queremos decir que consideramos imprescindible la aplicación de algunas modificaciones a la 
Ley N* 18.033. Nosotros vamos a seguir bregando por las modificaciones a la ley en el próximo Período. 
Consideramos esto de estricta justicia, pero nuestros tiempos también se acortan. Pertenecemos a 
generaciones en extinción, y no estamos agrandando los temas; realmente, es así. Muchos compañeros no 
podrán disfrutar de esto y otros lo harían por un período muy pequeño. 


Agradecemos a la Comisión que nos haya recibido. 


SEÑOR CAMORS.- Como se está hablando del Decreto N” 622 de la dictadura, queremos dejar 
algunas cosas sentadas. 


Este Decreto se hizo para disolver la CNT; lo dice el Decreto mismo. Que quede bien claro. Nosotros, 
nuestras almas, están reivindicando la anulación de este Decreto porque fue hecho para echarnos, para 
despedirnos de la fábrica. Con este Decreto se utilizó todo tipo de violación. Voy a poner un ejemplo. Yo 
trabajaba en una fábrica que tenía un comité de treinta compañeros. Venían Chaparro y Bentancourt, los 
militares, te ponían en el paredón de la fábrica, señalaban con el dedo, y todos despedidos. Después, no nos 
pusieron ningún decreto, pero el Decreto al que me refiero se hizo para eliminar la Convención Nacional de 
Trabajadores; de lo contrario, no podían despedir sin derecho a nada. 


Esto lesiona el alma de los trabajadores. Lesionó a los sindicatos. Este Decreto era una perla para la 
dictadura, pero es un mamotreto. Para ser Diputado se necesita tener más de dieciocho años; aquí para ser 
delegado de fábrica tenías que tener veinticinco años y tres años trabajados en una fábrica. Quiere decir que 
cuando tenías veinticinco años, debías esperar hasta los veintiocho años para tener derecho a ser delegado de 
fábrica. Te hacían plebiscitos, te reglamentaban, te hacían de todo, y era imposible organizarse. El esfuerzo 
estuvo empujando con toda la fuerza el derecho a organizarse, pero miles de trabajadores quedaron en la calle 
por este Decreto. 


Nosotros no venimos a reivindicar lo nuestro, porque todos los compañeros presentes están incluidos en la 
Ley N* 18.033. Nosotros, salga esto o no salga, estamos amparados en la Ley N* 18.033. Si esto no se toma 
en cuenta para la historia del movimiento sindical, no pasó nada. Se tiene que tomar en cuenta que hubo una 
injusticia, que la dictadura disolvió los sindicatos. A nuestro sindicato, el UNTMRA, lo tomaron como 
comisaría. Esto ya tenía antecedentes. Recuerdo que en Aluminios del Uruguay el Ministro Gianola, para 
disolver una huelga que ya llevaba ocho meses y que duró un año, hizo una elección de acuerdo con la 
fábrica. La elección duraría tres días para votar ciento sesenta obreros. El primer día fueron dos y, el segundo, 
uno; no fueron más personas a votar porque estaban con la organización sindical. Después de eso, como el 
movimiento sindical estaba apoyándonos y estaban bloqueados en el puerto, en el banco, en todos lados, nos 
pusieron a los militares, desde la Aduana hasta la fábrica, a sacar el material. Los antecedentes están. 


Claro que antes de la dictadura ya se venían programando para darnos el golpe, por eso la clase obrera se 
organizó contra el golpe mucho antes de que viniera. Sabíamos que no era contra algunos ex compañeros que 
estaban con las armas en la mano; era contra una organización que venía avanzando, esclareciendo y que 
orientaba a las clases más sencillas. Si leen el Decreto N* 622, advertirán que figuran nombres como Ubillos, 
Bolentini, Ayala, Benito Mederos y Juan Carlos Blanco. 


Nosotros queremos que cuando escriban la historia del movimiento sindical y cuando escriban la historia de 
nuestro país, quede claro que ellos fueron responsables y que golpearon con todas las armas. ¿Quién no sabe 
que es así? Pero al Decreto N* 622 no lo conocía nadie. Hace unos días pregunté a mi señora: "¿Te acordás 
cuando pasaban todos los decretos de la dictadura?". Contesto: "Sí". Pero recién la semana pasada logramos 
conseguir el Decreto N* 622. Revolvimos cielo y tierra: lo pedimos a los legisladores, al Ministerio, en todos 
lados. El Decreto N* 622 no existía. 


Nosotros queremos que haya alguna aclaración, algún mensaje, en el que quede establecido que el Decreto 
N* 622 fue el alma de la dictadura. Si no, solo queda que hubo presos, presos por tener problemas de armas, 
presos por aquí y por allá. El Decreto N* 622 es el testigo cruel de que la dictadura fue la responsable y de 
que destrozó el movimiento sindical, que costó tanta sangre de nuestros compañeros. 


Quería hacer esta aclaración nada más que para reafirmar lo que el compañero planteó anteriormente. No hay 
problema con que ahora nos pongamos a modificar el proyecto de ley porque si lo modificamos, va al Senado 
y después no sale, nos van a echar la culpa a nosotros. Nos vamos a sentir responsables. Queremos que se 
busque la manera de que esto no quede muerto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estamos excedidos en el tiempo. Creo que el planteo quedó claro, si al señor 
que solicita la palabra le parece que no está representado por lo que dicen los otros integrantes de la 
delegación, le damos la palabra, si no, yo le agradecería que tenga la gentileza de pensar que hay otras 
delegaciones esperando y que un legislador ya se tuvo que retirar. 


SEÑOR FONTELLA.- Estoy totalmente de acuerdo con lo que han dicho mis compañeros. Pero, 
quiero que quede en la versión taquigráfica que Abreu, Cervelli y Chávez Sosa son trabajadores 
metalúrgicos que fueron masacrados y muertos por la dictadura. La clase obrera ha sufrido mucho, 


tremendamente, en carne propia, el tema de la dictadura. Nosotros nos veníamos preparando desde el 
año 1968 y sabíamos que esto iba a acontecer. Por eso agarró fuerte a la clase obrera y pudimos darle 
el golpe para que la dictadura saliera hecha pedazos, a pesar de que fueron diez años duros. Quería 
que esto también se tuviera en cuenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a la delegación. 


(Se retira de Sala la delegación de la Comisión de Veteranos Militantes Sindicales de Diferentes Gremios) 


(Ingresa a Sala el señor Santiago Paggliano Varo y la señora Alicia Pérez Bassoz) 


La Comisión de Derechos Humanos recibe con mucho gusto al señor Santiago Paggliano Varo y a la 
señora Alicia Pérez Bassoz. 


SEÑOR PAGGLIANO.- Tengo 58 años. Vengo a ver si me corresponde o no algún beneficio. Soy 
familiar de Norma Paggliano que cayó el 14 de abril de 1972, en la calle Francisco Plá, junto con un 
amigo llamado G. Carbajal, y los dos fueron abatidos. Yo fui llevado al quinto piso de Jefatura, a 
Inteligencia y Enlace y fui un poco maltratado. Pude zafar porque tenía el velatorio y me soltaron. 
Luego, fui sometido durante mucho tiempo a una persecución que me llevó a tener problemas 
psiquiátricos. Me recuperé, formé una familia y acá estoy. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero decir que nosotros estamos en el proceso de discusión de un 
proyecto de ley que seguramente tendrá su sanción. Está prevista la creación de una Comisión ante la 
cual deberán presentarse aquellas personas que se consideren beneficiarias. 


El Parlamento lo que hace es legislar y, a su vez, en este proyecto de ley, integrar una Comisión que es la que 
va a analizar las situaciones y ante ellas deberán presentarse quienes considero, reitero, ser beneficiarios. Por 
lo tanto, una vez que este proyecto de ley tenga la sanción correspondiente y sea promulgado por el Poder 
Ejecutivo, habrá una instancia de reglamentación y de instalación de la Comisión que permitirá que quienes 
se sientan beneficiados puedan presentarse. 


Esta es la respuesta que, desde el punto de vista del legislador, podemos dar hoy al señor Paggliano. 


SEÑORA COCCO SOTO.- Estoy totalmente de acuerdo con lo que ha manifestado la señora 
Presidenta. 


SEÑORA GAUTHIER.- Me parece importante que sería bueno que se acerquen a las diversas 
organizaciones que hay de gente que vivió la misma situación que ustedes para poder evacuar algunas 
dudas y presentarse en mejores condiciones en caso de que la ley sea aprobada. 


SEÑOR PAGGLIANO.- Quiero agradecer a la Comisión por esta oportunidad. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia. 


Podrán acudir a la Secretaría de la Comisión para saber en qué momento se dará aprobación al proyecto en la 
Cámara de Diputados. Si no se realizan modificaciones quedará sancionada la ley y pasará al Poder 
Ejecutivo. A partir de ese momento se instalará una Comisión en el ámbito del Ministerio de Educación y 
Cultura y tendrán que ponerse en contacto con dicha Cartera. 


(Se retira de Sala el señor Santiago Paggliano Varo y la señora Alicia Pérez Bassoz) (Ingresa a Sala una 
delegación de Crysol) 


—La Comisión de Derechos Humanos da la bienvenida a la delegación de Crysol institución que es asidua 
concurrente de esta Casa integrada por la señora Nélida Fontora y los señores Baldemar Taroco y Gastón 
Grisoni. 


SEÑOR TAROCO.- Señores miembros de la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de 
Representantes: agradecemos a ustedes, en nombre de Crysol, nuestro colectivo de ex presas y ex 
presos políticos de Uruguay que nos hayan recibido en el día de hoy y nos permitan expresar nuestros 
puntos de vista con respecto al proyecto del Poder Ejecutivo que está a estudio de vuestra Comisión 
luego de su aprobación en la Cámara de Senadores. 


Nos referimos al proyecto por el cual se reconocen las prácticas ¡legítimas del Estado y el quebrantamiento 
del Estado de derecho desde el 13 de junio de 1968 hasta el fin de la dictadura cívico militar, el 28 de febrero 
de 1985. 


Valoramos positivamente que a veinticuatro años del retorno a la vida institucional el Poder Ejecutivo haya 
tomado la iniciativa de enviar un anteproyecto que, basándose en la normativa internacional sobre derechos 
humanos, intenta dar cumplimiento a una obligación claramente definida y reglamentada por la comunidad 
internacional que nuestro país integra. 


Se expresa así la pretensión de avanzar en el camino de la reparación de los daños ocasionados y aún no 
resueltos, afianzando y fortaleciendo la democracia y haciendo justicia, aunque el texto del articulado 
propuesto sea inconsecuente con la exposición de motivos y claramente insuficiente. 


Es destacable que la iniciativa del Poder Ejecutivo reconozca el quebrantamiento del Estado de derecho que 
legitimó las prácticas del terrorismo de Estado; que sitúe en junio de 1968 el momento en que en nuestro país 
se comenzó a perseguir y a reprimir a los opositores mediante procedimientos ilegítimos e ilegales; que se 
establezca claramente que el accionar represivo del Estado trascendió las fronteras nacionales y que, en el 
marco del Plan Cóndor, funcionarios y agentes del Estado uruguayo violaron los derechos humanos de 
presuntos opositores al régimen en Argentina, Paraguay, Brasil, Chile, Bolivia y Europa donde controlaban la 
vida cotidiana de los ciudadanos uruguayos refugiados por razones políticas, ideológicas y gremiales. 


Valoramos positivamente la referencia explícita a la Doctrina de la Seguridad Nacional como concepción al 
amparo de la cual las Fuerzas Armadas y los servicios policiales y civiles de la época cometieron las 
atrocidades que la sociedad uruguaya y la comunidad internacional condenan. 


Valoramos que el texto del proyecto establezca y consagre que los ciudadanos que sufrieron violaciones a su 
derecho a la vida, a la integridad psicofísica y a la libertad durante dicho período tienen derecho a una 
reparación integral, tal como lo señala la Resolución 60/147 de las Naciones Unidas, que es el estándar legal 
al cual deben ajustarse los Estados cuando se cometen violaciones a los derechos humanos como las 
perpetradas en nuestro país. 


Valoramos que se señale el derecho a la atención integral; que se aborde la temática de la indemnización 
pecuniaria a las víctimas aunque sea incompleta; que se declare la voluntad de promover acciones 
individuales y colectivas de homenaje tendientes a su dignificación; que se expidan documentos oficiales 
reconociendo la honorabilidad de las víctimas; que se dé participación a representantes de la sociedad civil en 
la Comisión que se propone crear para implementar la iniciativa, y que se promuevan modificaciones a la ley 
jubilatoria N* 18.033 para superar algunas de sus insuficiencias. 


En la exposición de motivos se señala que se pretende dar cumplimiento a la Resolución 60/147 de las 
Naciones Unidas pero el texto del proyecto de ley no efectiviza, tal como se debe y se puede hacer, las 
recomendaciones de dicha norma que es el estándar al cual el Estado uruguayo debe ajustarse. 


Como ciudadanos conscientes de nuestros derechos, reivindicamos los principios básicos de la reparación 
integral tal como han sido formulados por la comunidad de naciones: restitución, indemnización, 
rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición. 


Nuestro colectivo no rechaza el proyecto que está a estudio de la Cámara de Diputados en estos momentos. 
Consideramos que es positivo, que es un avance, pero parcial e insuficiente. 


El proyecto del Poder Ejecutivo, luego de su aprobación en el Senado, sigue presentando numerosas 
carencias e insuficiencias. Las señalaremos en forma resumida. 1) Entre el universo de víctimas se sigue 
excluyendo en forma injusta a los niños y adolescentes de la época que eran familiares directos de las ex 


presas y ex presos políticos y que sufrieron daño físico y emocional ante la detención de sus padres y que 
debieron recorrer las cárceles y los centros de detención para visitarlos. 


2) No se establece un día oficial de homenaje a las víctimas del terrorismo de Estado. 


3) No se destinan específicamente como Centros de Memoria lugares emblemáticos de la represión como el 
Centro de Altos Estudios Nacionales CALEN y el ex Penal de Punta de Rieles, como sería deseable y 
aconsejable. 


4) Confunde la debida indemnización a los ex presos políticos con el beneficio de la Pensión Especial 
Reparatoria PER que otorga el artículo 11 de la ley jubilatoria N* 18.033. 


5) Los montos indemnizatorios que se establecen para los familiares de los detenidos desaparecidos y 
asesinados son exiguos y arbitrarios, ya que son muy inferiores a las indemnizaciones que ya el Estado ha 
pagado en las sentencias judiciales que ha habido en el país al respecto. 


6) No se conceden indemnizaciones por todos los daños económicamente evaluables a todo el universo de 
víctimas que también deberían ser beneficiarios, es decir, ex presos políticos, personas que sufrieron daños 
graves tanto físicos como psíquicos y emocionales, niños y adolescentes familiares directos de las víctimas, 
exiliados y clandestinos. 7) No se contemplan y no se resuelven las insuficiencias más notorias de la Ley 
Previsional N* 18.033 y que el Artículo 15 del proyecto de Ley de Reparación Integral de Crysol aborda 
satisfactoriamente tales como la exclusión de percibir la Pensión Especial Reparatoria de los ex presos 
políticos que fueron liberados antes del 9 de febrero de 1973 y de aquellos ciudadanos que perciben más de 
15 BPC como ingresos y la obligación de renunciar al cobro de las legítimas jubilaciones y pensiones para 
percibir la Pensión Especial Reparatoria en el caso de las ex presas y de los ex presos políticos. 


8) Se obliga a quienes se amparan a la ley a renunciar a toda acción de reclamo a pesar de que el texto 
propuesto por el Poder Ejecutivo no cumple a cabalidad con la Resolución 60/147 de las Naciones Unidas. 


Modificar el proyecto a estudio para introducir los cambios que permitan cumplir a cabalidad con la 
Resolución de las Naciones Unidas para aprobar una auténtica ley de reparación integral demandaría obtener 
la anuencia del Poder Ejecutivo al respecto. 


No obstante esto y teniendo en cuenta las limitaciones constitucionales de tiempo para la aprobación de esta 
ley, queremos señalarle a la Comisión que es posible introducir cambios que la mejoren y que no requieren 
ninguna consulta al Poder Ejecutivo. 


En este sentido es que proponemos introducir los siguientes cambios: 1) Incluir a los niños y adolescentes de 
la época que eran familiares directos de la ex presas y de los ex presos políticos entre los universos de 
víctimas del Terrorismo de Estado que ampara esta ley.- 2) Establecer un día de Homenaje oficial a todas las 
víctimas del Terrorismo de Estado.- 3) Determinar el traspaso del Centro de Altos Estudios Nacionales 
(CALEN) y el Ex Penal de Punta de Rieles a la órbita del Ministerio de Educación y Cultura (MEC) para 
transformarlos en memoriales.- 4) Indemnizar a todas y a todos los niños que fueron secuestrados con o sin 
sustitución de identidad sin establecer límites de tiempo que generan exclusiones inequitativas.- 5) 
Indemnizar a todas y a todos los ciudadanos que estuvieron detenidos junto a sus padres sin establecer límites 
de tiempo que generan exclusiones inequitativas.- 6) Incluir en los beneficiarios de los derechos a la atención 
en salud previstos en el Artículo 10 de la Ley a los familiares de los detenidos desaparecidos y de los 
asesinados.- 7) Permitir que la atención en salud consagrada en el Decreto 268/08 que se incorpora al texto 
de la ley incluya a las y a los cónyuges de los beneficiarios directos. 8) Permitir que los beneficiarios del 
Decreto 268/08 puedan optar por ser atendidos en el área pública o privada mutualistas si así lo desean o les 
es más conveniente.- 9) Posibilitar que las ex presas y los ex presos políticos que fueron liberados antes del 9 
de febrero de 1973 puedan percibir el beneficio del Artículo 11 de la Ley N” 18.033 en igualdad de 
condiciones que el resto de los ex presos políticos.- 10) Redactar el Artículo 12 del proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo de manera que el beneficio del mismo pueda ser percibido por todas y todos aquellos ex presos 
políticos que habiéndose amparado a dichas leyes y por razones de edad eran muy jóvenes en el momento de 
ser detenidos aún no se han jubilado y permanecen en actividad.- 11) Conceder a la Comisión Especial de la 
Ley N* 18.033 la facultad de conceder la Pensión Especial Reparatoria del Artículo 11 a todas y a todos 
aquellos ciudadanos que habiendo sido detenidos no reúnen todos los requisitos del texto legal haber sido 
procesados y haber permanecido detenidos desde el 9 de febrero de 1973 o haber estado más de un año 


detenidos sin proceso pero que por el sufrimiento vivido y las secuelas del mismo ameritan a juicio de ella 
que se les conceda dicho amparo.- 12) Eliminar el artículo 22 del proyecto de ley del Poder Ejecutivo que 
establece que se renuncia a toda futura acción contra el Estado uruguayo por el solo hecho de acogerse a la 
ley cuando ella no cumple a cabalidad con la Resolución 60/147 de las Naciones Unidas tal como hemos 
señalado. 


Señores miembros de la Comisión: En estos 24 años transcurridos desde el retorno a la institucionalidad 
democrática se han aprobado numerosas leyes destinadas a superar los daños, los perjuicios y las secuelas 
dejadas por el Terrorismo de Estado en nuestro país. Se ha avanzado en los diferentes planos. 


Pero para seguir avanzando en el camino de la justicia, para profundizar la democracia, para afirmar los 
valores y la cultura de los derechos humanos, nuestra sociedad, nuestro país tiene, entre otros desafíos, 
aprobar en esta legislatura, sin dilaciones ni postergaciones, una ley de reparación integral para todas las 
víctimas del Terrorismo de Estado sin exclusiones y que cumpla cabalmente con la Resolución 60/147 de las 
Naciones Unidas. 


Las propuestas que presentamos se orientan en tal sentido. Esperamos que la Comisión comparta nuestras 
propuestas y las adopte como suyas introduciéndolas en el texto del proyecto que será remitido al Plenario de 
la Cámara para su discusión. Hacerlo será una contribución importante y valiosa de vuestra parte para 
mejorar la iniciativa, para avanzar efectivamente en el camino de la justicia. 

Esperamos sinceramente que lo hagan y los exhortamos a ello. 


Muchas gracias. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos vuestra presencia. 


Todos vuestros planteos quedarán registrados en la versión taquigráfica. 


Se levanta la reunión. 


Tí maana dal mia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


